
LÍNEAS GENERALES DEL MARCO COMPETENCIAL ESTATAL EN MATERIA DE ENSEÑANZA
Límites a la competencia de la CAPV en materia de educación

Los límites a la competencia de la CAPV en materia de educación vienen marcados por los artículos 27 y 149.1.30 CE, tal y como se contempla en el art. 16 EAPV.

«En aplicación de lo dispuesto en la Disposición adicional primera de la Constitución, es de la competencia de la Comunidad Autónoma del País Vasco la enseñanza en toda su extensión, niveles y grados, modalidades y especialidades, sin perjuicio del artículo 27 de la Constitución y Leyes Orgánicas que lo desarrollen, de las facultades que atribuye al Estado el artículo 149.1.30 de la misma y de la alta inspección necesaria para su cumplimiento y garantía».(Art. 16 EAPV)
1. Artículo 27 CE

Un primer límite lo encontramos, por tanto en el artículo 27 CE, que establece el derecho fundamental a la educación así como el pleno desarrollo de la personalidad en el respeto a los principios democráticos de convivencia, y a los derechos y libertades fundamentales. El citado precepto proclama, también, el derecho a la educación –educación obligatoria y gratuita, garantizando los poderes públicos el acceso de todos a la educación‑ y la libertad de enseñanza, las competencias de los poderes públicos y la libertad de creación de centros docentes, el derecho de la comunidad escolar a participar en el control y gestión de los centros sostenidos con fondos públicos y el derecho de los padres a elegir la formación religiosa y moral acorde con sus convicciones.


1.1 Leyes orgánicas en desarrollo del artículo 27 CE

En cuanto a la referencia a las leyes orgánicas que desarrollan el art. 27, debemos recordar que la reserva de ley orgánica
 debe dejar un espacio al desarrollo normativo del derecho, del ejercicio del derecho, que corresponderá al legislador ordinario en el marco de sus competencias. Esta reserva de ley orgánica debe limitarse a un ámbito estricto donde se regulen los elementos esenciales del derecho. En este sentido la STC 173/1998 –impugnación de la ley vasca de asociaciones‑ reitera que no es automáticamente identificable el campo de la ley orgánica con el de competencias atribuidas al Estado, sino que la reserva de la ley orgánica se concreta en la regulación de los aspectos esenciales o el desarrollo del derecho. Al legislador autonómico le corresponde la regulación de la materia en cuanto tal. La diferencia entre desarrollo del derecho y regulación del mismo (I. de Otto distinguía entre desarrollo del derecho y regulación de su ejercicio) establece una primera premisa cual es que, al menos, no cabe atribuir a ley orgánica todo lo que afecte al derecho puesto que una parte de ello –la regulación de su ejercicio‑ no es tributaria de la ley orgánica; es decir que debe interpretarse restrictivamente y no expansivamente la reserva de norma orgánica.


La doctrina constitucional (SSTC 5/1981, 77/1985 y 137/1986) nos permite recoger los ámbitos que sí vienen reservados a ley orgánica en relación con el derecho fundamental a la educación:
· Definición de la enseñanza básica y la regulación del contenido de las etapas educativas que la componen.

· El establecimiento del catálogo de derecho de los alumnos

· Reconocimiento a la elección del centro y la regulación de los criterios de admisión de alumnos

· La libertad de creación de centros docentes y, en los centros privados, la fijación de su ideario, la dirección del mismo a su titular, si bien en los centros concertados se establecen limitaciones a tal gestión al preverse la participación de la comunidad educativa

· El establecimiento de los órganos directivos
· La participación de la comunidad educativa en la gestión de los centros públicos

· La libertad de cátedra

2. Artículo 149.1.30 CE

Un segundo límite al que hemos aludido es el derivado del reparto competencial del art. 149, concretado en la atribución al Estado, por el art. 149.1.30, de la regulación de las condiciones para la obtención, expedición y homologación de los títulos académicos y profesionales así como para establecer las normas básicas para el desarrollo del artículo 27 CE.

a) Títulos: En la primera de las facetas a las que alude el 149.1.30, se atribuye al Estado toda la función normativa relativa a la regulación de las condiciones de obtención, expedición y homologación de títulos, pero no la función ejecutiva que corresponde a las CCAA, conforme a los procedimiento y modelos regulados por el Estado (STC 77/1985). 
Comprende la competencia normativa del Estado el establecimiento de los títulos correspondientes a cada nivel y ciclo educativo en cada modalidad con valor habilitante desde un punto de vista académico para poder ejercer las profesiones tituladas. Asimismo, le corresponde al Estado la expedición de los títulos y la homologación de los que no expidan las CCAA, fijando los requisitos de convalidación de las diferentes titulaciones.

b) Normas básica para el desarrollo del derecho fundamental a la educación: También el Alto Tribunal ha fijado el contenido de la competencia estatal para dictar las normas básica para el desarrollo del derecho fundamental a la educación, concretando que esta facultad debe perseguir el establecimiento de un nivel mínimo de homogeneidad que se cifra en el establecimiento de las enseñanzas mínimas. Este mínimo incluye los contenidos, los objetivos por bloques temáticos y los créditos horarios a dedicar a cada uno
.

2.1. Deslinde entre la materia orgánica y la materia básica

El deslinde entre la materia orgánica y la materia básica ha sido objeto de la jurisprudencia constitucional. Así en el ámbito del derecho a la educación la STC 137/1986 ha analizado justamente la colisión ente el ámbito orgánico –desarrollo del derecho a la educación‑ y la competencia autonómica de desarrollo de las normas básicas en el marco del art. 149.1.30 CE. 


El Alto Tribunal diferencia la reserva material de ley orgánica de la reserva de las bases ‑ambas tuitivas del término desarrollo del derecho que aparece en la CE, ya en su art. 81.1 ya en su art. 149.1.30‑ concluyendo que la reserva prevista a favor del Estado en su art. 149.1.30 CE condiciona el alcance de la reserva de organicidad. Es decir que en materia de educación el Estado no retienen como competencia exclusiva la normación de todo aquello que, en lo relativo al art. 27CE, pueda considerarse desarrollo al que se refiere el art. 81.1 CE. 
«Para alcanzar el deslinde competencial es necesaria una indagación material, que permita identificar cuáles, de entre las disposiciones contenidas en la Ley Orgánica, encierran «normas básicas para el desarrollo del art. 27», porque sólo son ellas, respecto de estas Comunidades, las que marcan el límite infranqueable para las disposiciones autonómicas. No toda divergencia, pues, entre Ley Orgánica y territorial será causa de vicio de inconstitucionalidad en esta última y sí sólo su eventual apartamiento del contenido de aquellas «normas básicas», cuya identificación corresponde, en última instancia, a este Tribunal Constitucional»(STC 137/1986,FJ 3)

Las CCAA limitan el campo del que puede disponer el legislador orgánico, es decir, perfilan en cierta forma la intensidad y alcance de la penetración de la ley orgánica en la regulación del derecho fundamental.

2.2. Aspectos propios de la normativa básica


En cuanto a los aspectos que son propios de la normativa básica en materia de enseñaza, la doctrina constitucional ha diseñado el siguiente ámbito:
· Ordenación general del sistema educativo

· Programación general de las enseñanzas

· Fijación de las enseñanzas mínimas (contenidos y horarios)

· Clasificación por niveles educativos de los centros docentes.

· Determinación de los órganos de los centros públicos

· Requisitos mínimos que han de cumplir los centros docentes

· Régimen de conciertos

· Becas y ayudas al estudio.

· Alta inspección (distinta a la inspección ordinaria que corresponde a las CCAA y que supervisa, evalúa y asesora a los centros docentes para asegurar la calidad de la enseñanza y el cumplimiento de la normativa que regula el sistema de enseñanza).

3. Artículo 149.1.1 CE y 149.1.18 CE


Además de los títulos expresados por el art. 16 EAPV, el Estado interviene en la competencia educativa a través del art. 149.1.1 CE y 149.1.18 CE. 

3.1 Respecto al 149.1.1 CE –regulación de las condiciones básicas que garanticen la igualdad de todos los españoles en el ejercicio de los derechos y deberes constitucionales‑ el TC en su STC 137/1986 concluyó que la presencia de un título específico en materia de establecer la normativa básica en la enseñanza, desplaza el alcance de la cláusula general del 149.1.1. Este artículo no actúa como un título horizontal apto para introducirse en cualquier sector del ordenamiento y más limitadamente cuando el Estado ya dispone de un título más específico.
3.2 Respecto al 149.1.18 CE, se centra en la regulación del régimen jurídico de la función pública docente. 

La STC 37/2002, en referencia general al régimen estatutario de los funcionarios públicos ha entendido dentro del ámbito del 149.1.18, la normativa sobre la adquisición y perdida de la condición de funcionario, la carrera administrativa y sus situaciones, los derechos, deberes y de responsabilidad de los funcionarios y su régimen disciplinario así como la creación e integración de cuerpos y escala y la forma de provisión de puestos de trabajo. 

En materia de funcionarios docentes las CCAA tienen reconocida una amplia competencia para el desarrollo y ejecución de la normativa básica, tal y como lo expresan las SSTC 48/1985, 86/1990.
� La CE formalmente no atribuye a la ley orgánica un papel atributivo de competencias pero materialmente la reserva de ley orgánica actúa como condicionante de la intervención del legislador autonómico y, en fin, como título competencial.


La STC 173/1998 refleja a la perfección el debate abierto – ello de la simple confrontación de las posiciones de la mayoría y del voto particular� en tanto que la sentencia reitera que la reserva de ley orgánica del art. 81.1 CE  no contiene ningún título competencial habilitante a favor del Estado. El voto particular, por contrario, indicia que el art. 81.1 CE es de modo indirecto una norma atributiva de competencias a favor del Estado, pues reserva ciertas materias a una forma jurídica �la ley orgánica� que sólo las Cortes Generales pueden elaborar y aprobar.


� En este sentido las SSTC 87/1983, 88/1983 y 134/1997.
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